


miento necesario, no pueda evaluarse si están bien funda-
das. Así pues, la gravedad del daño ¿depende de la natu-
raleza particular de la norma primaria vulnerada o de la
manera como se ha cometido el hecho ilícito?

7. Sería mejor limitar la posibilidad de indemnización a
los casos de «vulneración manifiesta de los derechos del
Estado lesionado», como se decía en el apartado c del
párrafo 2 del artículo 45 aprobado en primera lectura. El
Relator Especial explica en el párrafo 191 de su informe
por qué ha suprimido esta restricción, pero sería intere-
sante saber por qué en los asuntos a que se refiere se con-
cedió indemnización; ¿quizá debido a la gravedad de la
vulneración o por alguna otra razón? Existen por otra
parte casos en que la indemnización concedida no es sim-
bólica pero tampoco excesiva. Sin embargo, la redacción
escogida no indica ningún límite cuantitativo, con lo que
se tiene la impresión de que siempre puede reclamarse
indemnización, la cual sólo está sometida a un límite
general. Por ello preferiría que esta disposición se redac-
tase de manera más estricta.

8. El apartado c del párrafo 3 plantea la cuestión de qué
debe entenderse por «falta grave». El hecho de que un
Estado ejerza una acción contra uno de sus funcionarios
únicamente en caso de falta grave o en caso de negligen-
cia, por ejemplo, depende de su derecho interno. Dado
que las palabras que introducen el párrafo limitan las posi-
bilidades a los casos en que «las circunstancias lo requie-
ran», puede suprimirse el calificativo de «grave».
Además, si la norma primaria ya establece que los funcio-
narios del Estado serán demandados en caso de falta,
dicho calificativo invade el terreno de la norma primaria.

9. No hay duda de que en el párrafo 4 del artículo 45 es
preciso interpretar la forma verbal «no será» en el senti-
do de que significa que no se excluyen necesariamente
los actos vejatorios, sobre todo si el hecho ilícito inicial
es de por sí extremadamente vejatorio. Por otra parte,
algunos Estados pueden considerar vejatorio el hecho
mismo de reconocer una violación, y por consiguiente es
preciso indicar claramente que la norma del párrafo 4 no
debe entenderse in extenso.

10. Refiriéndose a continuación a los artículos propues-
tos, dice que cabe considerar que los intereses a que se
refiere el artículo 45 bis ya están incluidos en la obliga-
ción de indemnizar fijada en el artículo 44 en concepto de
lucro cesante. Por consiguiente, esta disposición podría
suprimirse. Si no obstante se considera necesario referir-
se explícitamente a los intereses, podrían suprimirse la
segunda frase del párrafo 1 y todo el párrafo 2, cuyo con-
tenido ya se incluye en la idea de plena indemnización.

11. El artículo 46 bis se basa en dos ideas: la culpa con-
currente y la obligación de atenuar el daño. En lo que se
refiere a la primera, se pregunta en qué medida el artícu-
lo 27, relativo a la ayuda o asistencia, se aplica a la situa-
ción de que se trata. Podría decirse que el Estado que
contribuya al daño en el sentido del apartado a del artícu-
lo 46 bis se encuentra en la situación del Estado que
ayuda a otro a cometer un hecho ilícito prevista en el artí-
culo 27. A esto cabría responder desde luego que el
Estado víctima no puede cometer un hecho ilícito contra
sí mismo, pero tal como está redactado el artículo 27 no
exige que el Estado que aporta su colaboración cometa

un hecho ilícito distinto. Sólo se trata de una ficción.
También puede sostenerse por el contrario que el 
artículo 46 bis sólo habla de la contribución al daño 
y no de la contribución al hecho ilícito. Serían de desear
aclaraciones.

12. La referencia a varios grados de falta, o a la mens
rea, plantea otro problema: ¿cabe entender por «negli-
gencia» únicamente la falta grave o también la falta leve?
Esta noción figura en el Convenio sobre la responsabili-
dad internacional por daños causados por objetos espa-
ciales, y basándose en ella opina que sólo la negligencia
«grave» o la falta grave pueden tenerse en cuenta para
limitar el resarcimiento.

13. La segunda idea en que se basa este artículo se rela-
ciona seguramente con la anterior. Cabe señalar que en el
apartado a se dice «todo Estado, persona o entidad», y en
cambio el apartado b sólo se refiere, según el párrafo 222
del informe, al Estado perjudicado. De ser así, si una
empresa privada sufre un daño ¿no cabe suponer que
adoptó medidas para mitigarlo? Desde luego, cabe afir-
mar que no es posible imponer esta obligación a empre-
sas privadas, pero ni la CIJ en el asunto P rojet
Gabcíkovo-Nagymaros ni el apartado b establecen la
obligación jurídica de mitigar el daño: el apartado dice
simplemente que, eventualmente, es preciso tener en
cuenta el hecho de que se hayan tomado medidas para
mitigar el daño. Cabe preguntarse por qué esta diferencia
de trato.

14. El cálculo financiero que supone esta norma tiene
por resultado que si un hecho ilícito ha causado un daño
y el Estado que lo ha sufrido ha adoptado medidas de
protección, ese Estado tendrá derecho a un resarcimiento
completo que cabe esperar incluya el costo de las indica-
das medidas. Si en cambio no las ha adoptado, se reduci-
rá su derecho a resarcimiento. Por consiguiente, todos los
Estados deben prever siempre la posibilidad de que se
cometa un hecho ilícito y adoptar medidas por adelanta-
do para hacerle frente. En el peor de los casos, los
Estados se verían por lo tanto obligados a contar con un
ejército para defenderse, y a hacerlo intervenir, ya que de
hecho si el Estado agresor no encontrase ninguna resis-
tencia el Estado agredido no podría exigir el resarcimien-
to completo. A su juicio, la obligación de adoptar
medidas de atenuación sólo es válida en la esfera del
derecho del medio ambiente. Se deduce de normas pri-
marias y no es necesario establecerla en el contexto gene-
ral en que se sitúa la presente disposición.

15. Cabe preguntarse por último si las condiciones 
de atenuación de la responsabilidad también son válidas
en caso de restitución. De ser así el objeto de la restitu-
ción podría reducirse sobre esta base: ¿corresponde 
al Estado autor del hecho decidir la parte que tiene 
que resarcir?

16. El Sr. GAJA observa que el Estado responsable
«tendrá la obligación de restituir» y «tendrá la obligación
de indemnizar», según los artículos 43 y 44, respectiva-
mente, y que en cambio el artículo 45 sólo establece que
tendrá la obligación de «ofrecer» una satisfacción por los
daños que haya causado. La idea de «ofrecer» se explica
sin duda por el hecho de que la satisfacción no puede
definirse en abstracto. Desde luego, las otras expresiones
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explicar debido a la oposición del Relator Especial a 
la noción de crimen más que por razones totalmente
racionales. El apartado d del párrafo 2 del artículo 45
aprobado en primera lectura, convertido en apartado c del
párrafo 3 del nuevo artículo 45 propuesto, también sería
mejor examinarlo en el marco de la noción de «crimen»
del Estado, y hubiese sido útil incluir de manera paralela
«la falta grave de un funcionario público o la conducta
delictiva de cualquier persona», por una parte, y los crí-
menes previstos en el artículo 19, por otra, y estudiar las
relaciones que puedan existir entre estas dos —o tres—
nociones. Destaca por último que las demás considera-
ciones generales a que se refirió (ibíd.) se aplican tam-
bién al artículo 45. Se trata en particular y sobre todo de
la idea de que la necesidad de pleno resarcimiento es lo
que debe constituir la orientación y la norma inquebran-
table de la Comisión, es decir, que por una parte el daño
causado por el hecho internacionalmente ilícito debe ser
resarcido completamente y que, por otra, el resarcimien-
to no debe ir más allá de la indemnización efectiva 
del daño.

25. Estas consideraciones hacen que se muestre muy
reservado respecto del artículo 45, tanto en lo que se
refiere a la antigua versión como a la propuesta por el
Relator Especial.

26. En relación con el párrafo 1, cree que debería con-
cordar manifiestamente con los cambios de redacción
que se introduzcan en los artículos relativos a la restitu-
tio integrum y a la indemnización. Por otra parte y sobre
todo, la expresión «daños no materiales» no es muy con-
vincente, por dos razones: ante todo, si bien la expresión
«daño —o perjuicio— moral» está bien asentada, la
expresión «daños no materiales» es mucho más innova-
dora aunque signifique exactamente lo mismo. El
Relator Especial —y en lo que respecta al fondo, está de
acuerdo con él— se interesa por el daño moral sufrido
directamente y de inmediato por el propio Estado y no
por el daño moral sufrido por sus ciudadanos en benefi-
cio de los cuales ejerce su protección diplomática. El
problema, y ésta es la segunda razón de su desacuerdo en
lo que se refiere a la redacción propuesta, es que se omite
la precisión indispensable de que la satisfacción tiene por
finalidad —sin duda de carácter exclusivo— de resarcir
el perjuicio moral sufrido por el propio Estado. Con res-
pecto a una nota en el párrafo 181 del informe, el Relator
Especial indica por otra parte que la expresión «perjuicio
no material» («préjudice immatériel») se la inspiró un
artículo de Dominicé. Después de haber pensado que
bastaría con incorporar una precisión de este tipo en el
párrafo 1 del artículo 45 sobre «los daños no materiales
sufridos por el Estado», conviene en que no es esta la
solución ya que cuando un Estado ejerce su protección
diplomática «en favor de uno de los suyos» se supone
que invoca su propio derecho. Por consiguiente, quizá
deba introducirse en el párrafo 1 la noción —perfecta-
mente conocida en la doctrina de habla francesa— de
«perjuicio moral inmediato» (préjudice moral immé-
diat), definiéndola en el comentario. En todo caso, es
indispensable introducir esta precisión.

27. En lo que se refiere al párrafo 2, destaca que la
expresión «en primer lugar» es totalmente superflua.
También se muestra muy reacio a que en la versión fran-
cesa se emplee el condicional (devrait prendre) en un

texto jurídico. Dado que a su juicio la declaración es la
forma mínima de satisfacción, la precaución vinculada al
empleo del condicional no está justificada. Considera por
el contrario, al igual que el Relator Especial, que no está
justificado mencionar las constataciones de ilicitud
hechas por el juez, no tanto por las razones expresadas en
los párrafos 183 y 184 del informe, sino más bien por la
que se indica en el párrafo 185, es decir, porque el pro-
yecto de artículos de la Comisión se refiere a las relacio-
nes entre Estados y no a las facultades de los tribunales y
árbitros internacionales. A su juicio, no hay más motivos
para mencionar las sentencias declarativas que los que
habría para mencionar las decisiones judiciales o arbitra-
les que fijan una indemnización. Por último, no le satis-
face mucho la expresión «si procede», que considera un
poco como un medio de eludir problemas, pero se resig-
nará a aceptarla si la Comisión no quiere ser más precisa
y si los «casos» de que se trata se explican en el comen-
tario con la ayuda de ejemplos.

28. El párrafo 3 requiere cinco tipos de observaciones.
Ante todo, la expresión «cuando las circunstancias lo
requieran» suscita las mismas críticas que «si procede»,
ya que lo interesante y útil para los Estados, los jueces o
los árbitros es saber con precisión en qué casos y en qué
circunstancias debe hacerse determinada cosa, pero tam-
bién en este caso el orador podría resignarse a aceptar esa
expresión a condición de que el comentario colme en
parte las lagunas existentes. En segundo lugar, aprueba la
mención de la «plena reparación» que figura en la frase
de introducción del párrafo 3. En tercer lugar, en el texto
francés las palabras inter alia y telles que son repetitivas
y en el texto inglés lo son inter alia e including.

29. En cuarto lugar, aun admitiendo en principio que la
indemnización puede hacer las veces de satisfacción,
expresa su profundo desacuerdo con el Relator Especial
en cuanto al análisis que éste hace de la indemnización.
Por una parte, la indemnización sólo puede ser simbólica
—en la inteligencia de que el símbolo puede modularse—
por lo menos en tanto no se trate de un crimen. Si, por el
contrario, puede aceptarse la indemnización punitiva o
agravada, es decir, más que simbólica —puesto que el
derecho latino ignora esta distinción sutil— sólo puede
ser porque se esté en presencia de un crimen. Si se trata
por tanto de una de las consecuencias del crimen que
deberían añadirse en el artículo 52, no le corresponde
figurar en el proyecto de artículo 45. Rechaza la idea de
que un Estado pueda así verse «castigado» por una
infracción «simple» del derecho internacional, ya que
está convencido de que la noción de falta no es pertinen-
te en el derecho internacional de la responsabilidad,
excepto cuando se trata de crímenes. Dicho de otro
modo, la indemnización agravada o no simbólica no
puede aceptarse sino en caso de «vulneración manifiesta»
—expresión que, desgraciadamente, el Relator Especial
propone que se suprima— de una norma de importancia
fundamental, no sólo para el Estado víctima sino también
para la comunidad internacional en su conjunto, es decir,
lo que se llama —o debería llamarse— un crimen, de lo
que es precisamente una de sus consecuencias. Por otra
parte, si la indemnización es «proporcionada a la grave-
dad del daño» es que éste puede evaluarse económica-
mente y en tal caso ya no se trata de satisfacción sino de
indemnización. Por consiguiente, en lo que se refiere a
los dos primeros apartados del párrafo 3, se muestra par-
tidario de mantener el apartado a, relativo al pago de una
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indemnización simbólica, y de suprimir el apartado b del
artículo 45 y trasladarlo al capítulo relativo a las conse-
cuencias de los crímenes —es decir, a las consecuencias
de las violaciones graves de normas de importancia fun-
damental para la comunidad internacional en su conjunto.

30. En quinto lugar, el apartado c parece algo anecdóti-
co —incluso teniendo precedentes, aunque sólo sea el del
asunto Rainbow Warrior— y plantea muchos problemas.
Si las faltas graves no las cometen personas que actúan
en el marco de sus funciones estatales no comprometen
la responsabilidad del Estado y por consiguiente no tie-
nen por qué figurar en el proyecto de artículos. En cam-
bio, si se cometen en el marco de dichas funciones es-
tatales, cabe preguntarse si esa «transparencia» del
Estado es adecuada. A su juicio, la respuesta sólo puede
ser afirmativa si se trata de un crimen internacional y en
consecuencia esa cuestión de la transparencia del Estado
debería tratarse en el capítulo relativo a los crímenes o a
toda noción equivalente. Sea lo que fuere, el apartado c
puede suprimirse del artículo 45, sobre todo si la enume-
ración del párrafo 3 no es exhaustiva.

31. En lo que se refiere al párrafo 4, el principio de la
proporcionalidad no plantea evidentemente ningún pro-
blema pero al no ser específico de la satisfacción quizá
debería más bien enunciarse en el artículo 37 bis o en el
párrafo general de introducción del capítulo II. Sea lo que
fuere, reitera su oposición al mantenimiento de la última
parte de la frase del párrafo 4 ya que no entiende por qué
debería respetarse la dignidad de un Estado que ha humi-
llado a otro. De todos modos, las formas de satisfacción
mencionadas en los párrafos 2 y 3 no tienen nada de
«vejatorio»: sólo se trata de que un Estado reconozca que
no ha respetado una norma de derecho internacional —y
quizá lo que es «vejatorio» es esa falta de respeto y no su
reconocimiento.

32. En lo que respecta al artículo 45 bis, relativo a los
intereses, está ante todo de acuerdo sobre el principio de
que se incluya un artículo de esta clase en el proyecto.
Señala por otra parte que el Relator Especial, tras desta-
car que las normas del derecho positivo son dudosas, no
se detiene en esa objeción y no duda en indicar por lo
menos algunas grandes orientaciones, directrices genera-
les que constituyen un progreso real en comparación con
el silencio del proyecto existente. Señala no obstante una
ligera diferencia de enfoque por su parte en lo relativo a
los intereses compuestos. Independientemente de los
reparos que la jurisprudencia haya podido tener a este
respecto, si se requieren intereses compuestos para que el
resarcimiento sea completo no hay ningún motivo para
dejarlos de lado, y en lo que a esto se refiere, el comen-
tario debería tener un carácter menos negativo sobre 
esa cuestión.

33. En lo que respecta al texto propiamente dicho del
artículo 45 bis, le sorprende la complicación que introdu-
ce la expresión «las sumas exigibles en virtud de los pre-
sentes proyectos de artículos», ya que estima que sería
mucho más sencillo hablar de la indemnización debida, si
procede, en virtud del artículo 44. De hecho, aunque esto
no se deduce apenas de la lectura del informe, el Relator
Especial parece considerar que «las sumas exigibles»
incluyen a la vez la indemnización del artículo 44 y los
intereses del artículo 45. Ahora bien, como ya se ha

dicho, la indemnización, salvo en caso de crimen, sólo
debe ser simbólica y, por lo tanto, no debe devengar inte-
reses. Por otra parte, sea lo que fuere, dado que las
indemnizaciones están representadas por una cantidad
global, no cabe el pago de intereses excepto en caso de
mora, lo que precisamente el Relator Especial propone
que se excluya. En consecuencia, sugiere que el artículo
45 bis se convierta en artículo 44 bis y se refiera única-
mente a los intereses devengados por las indemnizacio-
nes exigibles en virtud del artículo 44. Por otra parte, el
Comité de Redacción debería volver a examinar la for-
mulación de la segunda frase del párrafo 1, en la que no
obstante se expresa una idea que parece justa.

34. Las primeras palabras del párrafo 2, «salvo acuer-
do o decisión en contra», no son necesarias ya que esta
precaución es válida para todas las disposiciones 
del capítulo II e incluso, en general, para todo el proyec-
to. Introducir aquí esta precisión y no en otras partes
podría originar razonamientos a contrario que serían
inexactos.

35. El resto del párrafo 2 parece claro en lo que se refie-
re a la fijación del dies ad quem, pero plantea un proble-
ma en lo relativo al dies a quo. El texto francés y el texto
inglés no coinciden, pero la redacción original se hizo en
los dos idiomas, francés e inglés. La versión francesa
parece de difícil comprensión pero, si se logra que se
entienda, la idea que subyace en ella parece preferible a
la expresada en el texto inglés, cuya aparente simplicidad
se basa, al parecer, en un error. En efecto, no es satisfac-
torio decir interests run from the date when compensation
should have been paid ya que esto se refiere a los intere-
ses de mora de los que el Relator Especial ha dicho, acer-
tadamente, que no son motivo de discusión ya que
corresponden más al derecho judicial internacional que al
derecho de la responsabilidad. Parece que en realidad los
intereses se devengan desde la fecha del hecho ilícito o,
más exactamente, la fecha en que se produjo el daño o,
más exactamente todavía, la fecha a partir de la cual la
indemnización ya no compensa completamente el daño.
Esto es sin duda lo que quiere decir el texto francés aun-
que esta idea esté mal formulada.

36. El orador propone que en el artículo 46 bis se añada
en primer lugar, en el texto francés del apartado a, la
palabra de después de la palabra ou ya que es preciso que
no se pueda pensar que la negligencia tenga que ser deli-
berada. En segundo lugar desearía que se garantice que el
apartado a incluye la doctrina de clean hands, aunque no
se limite a ella, ya que le intriga que esta expresión,
«manos limpias» o clean hands, no figure en el breve
informe que sirve de introducción.

37. Con respecto al apartado b, se pregunta si se supo-
ne que el Estado víctima tiene el deber de atenuar el daño
(a duty to mitigate). La respuesta a esta pregunta tiene
consecuencias prácticas importantes que sin duda deben
precisarse, preferentemente en el propio artículo, como
mínimo mediante una alusión, antes que en el comenta-
rio. Si la respuesta a la pregunta es positiva, esto signifi-
ca que un Estado que tenga la posibilidad de atenuar el
daño y no lo haga debe ser penalizado en lo que respecta
al resarcimiento. Si la respuesta es negativa, supone el
peligro de alentar a los Estados a seguir una política
extrema. A este respecto, la exposición oral de los hechos



en el asunto Projet Gabcíkovo-Nagymaros ante la CIJ,
sobre todo por Sir Arthur Watts, contiene ideas interesan-
tes sobre este punto. A juicio del orador, esto facilita el
desarrollo progresivo. La Comisión podría tomar partido
y convendría que lo hiciera. Sea lo que fuere, esta cues-
tión queda planteada —tal como pone de manifiesto, sin
responder verdaderamente a ella, el párrafo 222 del infor-
me— y el comentario merecería ser menos sibilino.

38. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) reconoce
que en el texto francés del párrafo 2 del artículo 45 bis la
definición del dies a quo no es satisfactoria y que será
preciso volver a referirse a ella durante el debate.
Reconoce también que existe una contradicción en el
texto inglés y que en el párrafo 2 la palabra compensation
debería sustituirse por la expresión principal sum. En
efecto, aunque la suma exigible sea normalmente la
indemnización prevista en el artículo 44, puede ocurrir
que en determinadas circunstancias no sea así y que
deban pagarse intereses.

39. En lo que respecta al artículo 46 bis, puntualiza ante
todo que el apartado a no se limita al principio de «manos
limpias». Considera que la CIJ, en el asunto Projet
Gabcíkovo-Nagymaros, impuso la «obligación» de miti-
gar el daño, precisamente en el párrafo de su fallo que él
cita en el párrafo 30 del informe. Esto justifica la pro-
puesta de que para determinar la cuantía del resarcimien-
to puede tenerse en cuenta la cuestión de si el Estado
perjudicado ha tomado o no medidas razonables para
mitigar el daño. La hipótesis de la «política extrema» pre-
vista por el Sr. Pellet es a este respecto ciertamente perti-
nente.

40. El Sr. ADDO pregunta al Sr. Pellet si a su juicio, en
todos los asuntos en que se debate la satisfacción, única-
mente puede concederse una indemnización simbólica y
si en particular en el asunto Rainbow Warrior considera
simbólica la cantidad de 7 millones de dólares de los
EE.UU. que Francia tuvo que pagar a un fondo. ¿Con-
sidera el Sr. Pellet que un resarcimiento completo podría
incluir una indemnización que no sea forzosamente sim-
bólica?

41. El Sr. PELLET ofrece tres explicaciones del asunto
Rainbow Warrior. La primera es que el Secretario Ge-
neral no actuó como árbitro propiamente dicho, limitán-
dose a proponer una solución que se aceptó. Cabe
considerar por tanto que hubo un arreglo amistoso. La
segunda es que en definitiva Francia cometió una vulne-
ración fundamental que cabe calificar de crimen de un
principio esencial del derecho internacional. La tercera
explicación, que él prefiere, constituye una respuesta
afirmativa a la pregunta del Sr. Addo y consiste en decir
que en ese caso se pagó una indemnización simbólica
pero elevada —precisamente para que valiera el símbo-
lo—. Se trata en realidad de un arreglo muy particular en
el que se entiende que la suma pagada se dedicará a acti-
vidades encaminadas a reforzar la amistad entre Francia
y Nueva Zelandia. No existe pues en este caso una apli-
cación pura y simple de una norma de derecho interna-
cional general sino un arreglo especial que parece menos
confuso de lo que parece opinar el Sr. Addo.

42. El Sr. ROSENSTOCK está de acuerdo con el Sr.
Pellet en que en el párrafo 2 del artículo 45 bis que se

propone deberían suprimirse las palabras «salvo acuerdo
o decisión en contra». En cambio, su pregunta y la res-
puesta del Relator Especial en lo que se refiere a la fecha
en que se empiezan a devengar intereses le dejan perple-
jo. A su juicio, los intereses deben devengarse desde 
la fecha del incidente o del daño y no desde la fecha 
de la decisión arbitral, que puede quedar muy lejos de 
la primera.

43. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) dice que la
única razón por la que en inglés figuran las palabras the
principal sum should have been paid es la de mantener
cierta flexibilidad. La fecha en que se ha causado el daño
puede ser posterior a la de la comisión efectiva de la vio-
lación. Pueden presentarse varias situaciones en las que
transcurra un breve período y se observe a este respecto
cierta flexibilidad en las decisiones judiciales. Pero en
principio la fecha es aquella en que se produjo el daño y
no desde luego la de la sentencia.

44. En lo que se refiere al pago de indemnización «sim-
bólica», cabe pensar que el Sr. Pellet emplea la palabra
«simbólica» en el sentido de «nominal» (cuantía ínfima,
despreciable) y no en el sentido de «con valor de símbo-
lo», ya que por definición la satisfacción es de todos
modos simbólica.

45. El Sr. BROWNLIE dice que el debate sobre el pro-
blema de los intereses le confirma su convencimiento de
que es preciso evitar toda generalización en materia de
resarcimiento, ya que todo depende del contexto jurídico.
Sin embargo, si se entra en detalle se abandona la esfera
de las normas de derecho internacional para entrar en el
de las normas primarias que rigen las modalidades de
pago de intereses en asuntos concretos.

46. El Sr. ADDO cree que de la explicación del Sr.
Pellet puede deducir la conclusión de que en los párrafos
2 y 3 del artículo 45, relativo a la satisfacción, convendría
mantener las palabras «si procede» y «cuando las cir-
cunstancias lo requieran», aunque al parecer el Sr. Pellet
opina que no deberían incluirse.

47. El Sr. PELLET dice que no entiende la postura del
Sr. Addo con respecto a este punto. En lo que se refiere a
la del Sr. Brownlie, siempre puede afirmarse que no es
necesario codificar y que si se codifica debe hacerse en el
sentido del desarrollo progresivo del derecho internacio-
nal. Por su parte, considera que se está a un nivel muy
razonable de generalización, tanto en el artículo 45 como
en el artículo 45 bis.

48. Respondiendo al Relator Especial, que parece suge-
rirle que dice cualquier cosa ya que califica de simbóli-
cas las indemnizaciones que en realidad no son
nominales, le señala que se limita a leer lo que él ha escri-
to. El Relator Especial no habla de indemnizaciones
nominales en relación con indemnizaciones que serían
algo más que nominales. Habla de indemnizaciones
«simbólicas» y no hay ningún motivo para que el símbo-
lo sea únicamente nominal. Si ha modificado su texto y
abandonado la palabra «simbólica» por la palabra «nomi-
nal», que lo diga para que se inicie un debate. Él, por su
parte, se opone a abandonar la palabra «simbólica» en
beneficio de la palabra «nominal». A su juicio, no es él
quien juega con las palabras sino el Relator Especial.

226 Actas resumidas de las sesiones del 52.º período de sesiones

ˆ

ˆ



2638.ª sesión—12 de julio de 2000 227

49. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) recuerda
que no ha sido posible decidir en primera lectura si el
párrafo 3 del artículo 45 debe ser o no exhaustivo. Si lo
es, el pago de indemnizaciones simbólicas se incluye cla-
ramente en las indemnizaciones proporcionadas a la gra-
vedad del daño y no es necesario mantener el apartado a.
Si no lo es, la situación varía.

50. No intenta en modo alguno imponer nociones de
common law en la esfera de la responsabilidad de los
Estados. Desea señalar claramente que el Presidente,
romanista, del Comité de Redacción que ha aprobado el
artículo 45 es quien ha dicho que el artículo ha introduci-
do la noción de indemnización punitiva. No es el Relator
Especial el que lo ha hecho y sabido es que el apartado b
tenía por objeto tratar de este tema.

51. El orador invita a la Comisión a que evite toda ana-
logía con el derecho interno. Ahora bien, la noción de
daño moral en derecho internacional es una forma de
analogía bastante problemática. Tal como está formula-
do, el articulo 45 destaca la existencia de situaciones en
las que es preciso expresar la gravedad de un perjuicio.
Estas situaciones no pueden limitarse de manera artificial
a las violaciones graves de obligaciones en derecho inter-
nacional. En el asunto Rainbow Warrior (que a juicio del
orador no es competencia del artículo 19) se han expre-
sado graves preocupaciones de esta índole, al igual que
en el asunto I’m Alone y también en otros. La satisfacción
tiene que desempeñar un papel a este respecto y por ello
el apartado b del párrafo 3 es totalmente adecuado. En el
capítulo IV de su informe se ocupará del artículo 19. Si
se toma seriamente este artículo, no hay otra solución
sino proponer que se establezca el pago de indemnizacio-
nes punitivas por las violaciones que correspondan a esa
categoría. El apartado b no se refiere a la indemnización
punitiva.

52. El Sr. ECONOMIDES señala que en su respuesta 
al Sr. Addo el Sr. Pellet no ha excluido la posibilidad de
que se paguen indemnizaciones punitivas en el caso que
ha citado.

53. El Sr. BROWNLIE distingue, en el artículo 45, tres
elementos presentados torpemente. En primer lugar, se
trata del párrafo 3, que a su juicio remite a la noción de
resarcimiento en su sentido jurídico normal. A continua-
ción figura un elemento importante pero que correspon-
de a la categoría de las consecuencias del hecho in-
ternacionalmente ilícito: el apartado c de ese párrafo y el
párrafo 2, que corresponden a las cuestiones de la cesa-
ción y no repetición que no deben incluirse en esta parte
del proyecto. Por último, hay un elemento de orden polí-
tico que se refiere a la presentación de excusas.

54. Varios miembros se han referido a la existencia de
dos tipos de fuentes jurídicas. El primero reside en las
decisiones de tribunales internacionales que rigen la res-
ponsabilidad de los Estados, en particular en el marco del
resarcimiento. El segundo es lo que cabe denominar el
contexto político, en el que se establecen arreglos entre
Estados al margen de todo proceso judicial. La doctrina
tiende a mezclar esos dos niveles. Se contenta con exami-
nar empíricamente las fuentes del derecho internacional
sin interesarse en diferenciar ambas esferas. Esto puede
parecer irreflexivo, pero es muy difícil hacer otra cosa.

55. Escuchando al Relator Especial y a los demás
miembros de la Comisión ha tenido la impresión de que
ésta ha determinado, quizá erróneamente, que las fuentes
judiciales son demasiado pobres y que por ello se apoya-
rá en la práctica diplomática. Es una opción peligrosa, ya
que ni que decir tiene que precisamente la mayor parte de
las controversias se resuelve en el marco de las relacio-
nes bilaterales entre Estados, no mediante la aplicación
de normas jurídicas precisas sino en acuerdos y transac-
ciones.

56. Parece que existe una duplicación desafortunada
entre la manera en que se aborda la cuestión de la indem-
nización en el artículo 44 y el trato que se le da en el artí-
culo 45. No entiende por qué la noción de daño moral
crea tantos problemas. Sin embargo, este aspecto del artí-
culo 45 es mejor incluirlo en el artículo 44, relativo a la
indemnización. En lo que se refiere al pago de indemni-
zaciones punitivas, se trata de una forma de castigo reser-
vada a los Estados débiles que corresponde a otra época.
Lógicamente, este artículo sobre la satisfacción en senti-
do tradicional debería suprimirse y sus diversos elemen-
tos repartirse entre los artículos sobre las consecuencias
del hecho internacionalmente ilícito y las formas norma-
les de resarcimiento. De no ser así, en un proyecto jurídi-
co técnico se introducirían unos antecedentes históricos
que no tienen nada que hacer en él.

57. El orador no ha dicho que los Estados tengan por
costumbre presentar excusas de buen grado, ya que ello a
menudo se interpreta como una confesión. Tal como se
ha puesto de manifiesto, las excusas se incorporan a
menudo en un conjunto de tratos globales en los que son
objeto de negociación.

58. Quizás sería juicioso señalar de manera expresa que
la satisfacción no excluye otras formas de resarcimiento,
concretamente la indemnización. Sin embargo, de hecho,
el texto del artículo 45 es una mezcla más bien poco afor-
tunada de derecho sobre la evaluación cuantitativa de la
indemnización y sobre las medidas de satisfacción en
sentido estricto. Ahora bien, estas últimas, que en reali-
dad son una forma de castigo político infligido a los
Estados, no son ya de actualidad. Tanto, que en resumi-
das cuentas, la satisfacción no puede considerarse una
forma normal de resarcimiento. Es posible incluso que,
simplemente, no constituya una forma de resarcimiento.

59. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) considera
evidente que los Estados no presenten excusas antes de
llegar a un arreglo ya que ello equivaldría a reconocer su
responsabilidad. En cierto sentido constituye satisfacción
la aceptación de la oferta prevista en el párrafo 1 del artí-
culo 45, considerada como un arreglo definitivo de la
cuestión, o bien una decisión judicial que sustituya a esa
oferta. En este sentido no cree que exprese un punto de
vista diferente del formulado por el Sr. Gaja.

60. El Sr. PELLET aprueba lo dicho por el Sr. Brownlie
sobre las fuentes documentales: que la práctica diplomá-
tica es mucho menos interesante que la judicial. Es evi-
dente que el proyecto de artículos no debe consistir en
proponer pequeños arreglos entre Estados sino en esta-
blecer normas jurídicas que se apliquen cuando no se
consiga un arreglo.



61. En cambio, no sigue al Sr. Brownlie en cuanto a su
distinción entre formas antiguas y nuevas de satisfacción,
entre resarcimiento en general y satisfacción en sentido
estricto y sobre todo en cuanto a la idea de que la satis-
facción no es una forma normal de resarcimiento. Al con-
trario, la satisfacción es una forma absolutamente normal
de resarcimiento y el hecho de que los tribunales lo cons-
taten y consideren que una declaración efectuada por
ellos constituye una satisfacción suficiente va en esta
dirección. La constatación por el tribunal constituye un
sucedáneo de la falta de declaración espontánea por parte
del Estado.

62. En la práctica no es exacto que los Estados no pre-
senten excusas. En el asunto Rainbow Warrior Francia
presentó excusas oficiales reconociendo su responsabili-
dad. Por consiguiente, esto no tiene nada de anticuado.
Es una forma moderna y convincente de resarcimiento.
En el caso indicado, Nueva Zelandia obtuvo reparación
por el aspecto moral del perjuicio que había sufrido.

63. El Sr. DUGARD se muestra confuso, al igual que el
Sr. Pellet, por la observación del Sr. Brownlie según la
cual los Estados no presentan excusas. En la práctica
reciente no faltan ejemplos de Estados que se han excu-
sado por su comportamiento, sin por ello admitir haber
vulnerado el derecho internacional. El asunto del genoci-
dio de Rwanda es revelador a este respecto. Los Estados
Unidos han presentado excusas, no por haber violado el
derecho internacional sino por haber cometido un error
de apreciación sobre la línea de conducta que debían
adoptar en el Consejo de Seguridad. Por su parte, Francia
ha permanecido en silencio, probablemente porque si
hubiese presentado excusas se habrían interpretado como
un reconocimiento de su responsabilidad en esa tragedia.

64. El Sr. BROWNLIE dice que las declaraciones judi-
ciales de responsabilidad constituyen una forma de satis-
facción que corresponde a una categoría distinta, lo que
plantea una dificultad con la que ha tropezado el Comité
de Redacción. Parece ausente una modalidad de resarci-
miento: la declaración de derechos mediante mandamien-
to judicial o de otro modo. El problema reside en que no
se admite como modalidad de resarcimiento a nivel
diplomático y de algún modo existe una laguna en el sis-
tema. La versión de la satisfacción dada por el Sr. Pellet
es otro ejemplo, no de la satisfacción prevista en el artí-
culo 45 sino de sus versiones judiciales. Parece que haya
un divorcio entre los dos niveles, el nivel diplomático y
el nivel judicial.

65. Desea precisar que no ha dicho que los Estados no
presenten nunca excusas. Lo hacen en el marco de nego-
ciaciones. La mayor parte de las medidas de satisfacción
adoptadas recientemente se inscriben en el marco de un
acuerdo negociado. En cambio, en muchos casos en que
se hubiese podido pensar que algún Estado presentaría
excusas, no lo ha hecho.

66. El Sr. SIMMA dice que en el asunto Paraguay c.
États-Unis d’Amérique, después de que el Paraguay pre-
sentara su informe ante la CIJ, los Estados Unidos pre-
sentaron excusas oficiales y solemnes, y algunas semanas
después el Paraguay retiró su solicitud. En otro asunto, en
el que no es oportuno entrar con detalle porque todavía

está pendiente, se han formulado excusas que no forman
parte de un acuerdo negociado.

67. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) está algo
confuso por la distinción que algunos hacen entre la esfe-
ra diplomática y la jurídica. Se ha esforzado por explicar
su posición a este respecto en el párrafo 240 de su infor-
me porque este punto se refiere a algunas cuestiones rela-
tivas a la admisibilidad planteadas en el marco del primer
capítulo de la segunda parte bis. Los tribunales interna-
cionales tienen una función declaratoria y determinan
cuáles son los derechos y las obligaciones de las partes, y
aunque su decisión pueda tener autoridad de cosa juzga-
da no son ellos los que configuran las relaciones jurídicas
entre los Estados; en primer lugar, el derecho internacio-
nal se aplica directamente a las relaciones entre Estados.
Aunque es exacto que el proyecto de artículos se centra
en las relaciones entre los Estados, no por ello deja de
corresponder a la Comisión determinar las normas apli-
cables a esas relaciones. Dicho de otro modo, se trata de
definir cuáles son las relaciones jurídicas sobre las que
decidirá un tribunal concediendo lo que constituirá preci-
samente medidas judiciales de resarcimiento. Por consi-
guiente, no se pueden formular las normas de respon-
sabilidad en términos de competencias judiciales. Esto
crea un problema, el que el Sr. Brownlie denomina
«modalidades de resarcimiento ausentes», pero el orador
pone de relieve que este problema no ha escapado a su
atención y por ello ha distinguido entre el método «nor-
mal» de satisfacción, a saber, la declaración judicial de
existencia de violación, y las formas previstas en el párra-
fo 3 del artículo 45, que son excepcionales o por lo me-
nos no habituales.

68. El Sr. GOCO se refiere nuevamente a la cuestión de
las excusas y dice que casi siempre los Estados se mues-
tran reacios a presentarlas porque corren el riesgo de que
se consideren una confesión de culpabilidad y den origen
a la presentación de una demanda de resarcimiento.

69. El Sr. MOMTAZ pregunta al Sr. Brownlie si, dado
que el daño moral del Estado no puede determinarse, esta
es la razón por la que considera que la satisfacción no es
un modo de resarcimiento.

70. El Sr. BROWNLIE teme que el Sr. Momtaz sea víc-
tima de la confusión inherente al artículo 45. En lo que se
refiere al pago de daños y perjuicios o a indemnizaciones
previstas desde el punto de vista jurídico, admite que un
Estado pueda sufrir un daño moral, de lo que el asunto
I’m Alone constituye un buen ejemplo por cuanto en ese
caso no hubo ninguna amenaza de empleo de la fuerza
para obtener una indemnización en resarcimiento del
daño moral y no intervino ningún elemento de poder. Por
consiguiente, este aspecto del daño moral sería mejor
incluirlo en el artículo 44, pero si se consideran los asun-
tos clásicos de satisfacción, se trata precisamente, en la
mayoría de casos, de humillar a un Estado, y numerosos
ejemplos históricos no se ajustan a las condiciones esta-
blecidas en el párrafo 4 del artículo 45. Por otra parte, en
lo que se refiere a las excusas, también es preciso pregun-
tarse, lo que nadie ha hecho hasta ahora, si tienen carác-
ter de opinio juris.

71. El Sr. LUKASHUK toma nota de que el artículo 45
origina un debate animado y suscita numerosas críticas e
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indica que hace suyas la mayoría de las observaciones
efectuadas al respecto. El artículo propuesto por el
Relator Especial no define suficientemente la noción de
satisfacción. Podría interpretarse que estipula que el
reconocimiento de la violación sólo es necesario cuando
ha habido daño moral, pero en realidad este reconoci-
miento es necesario en todos los casos ya que se trata de
la primera obligación que se deriva de la responsabilidad.
Además, el texto propuesto parece asociar el daño moral
a la existencia de daños no materiales, cuando en realidad
todo hecho ilícito, material o no material, puede causar
un perjuicio o daño moral. Por todo ello, propone para el
artículo 45 dos variantes, la primera de ellas de carácter
muy general y que abarca todos los casos de satisfacción,
y la segunda, que se limita al daño moral, redactadas
como sigue:

«El Estado responsable de un hecho internacional-
mente ilícito que haya causado un daño moral estará
obligado a ofrecer satisfacción, es decir, un resarci-
miento moral.»

o 

«Cuando un hecho internacionalmente ilícito sólo
haya causado daños no materiales, el Estado responsa-
ble de la comisión de este hecho tendrá que ofrecer
satisfacción, es decir, un resarcimiento moral.»

72. Por otra parte, al igual que el Sr. Pellet, opina que
la expresión «daño o perjuicio moral» es preferible a la
expresión «daños o perjuicios no materiales» porque
figura en numerosos sistemas jurídicos y también porque
la palabra «moral» define el daño mientras que «no mate-
riales», expresión negativa, no lo hace. 

73. En lo que se refiere al pago de indemnización sim-
bólica, considera que puede mantenerse esta disposición.

74. En lo que se refiere al riesgo de que la separación
de poderes, evocada en el párrafo 192 del informe, pueda
obstaculizar la demanda de responsabilidad penal a una
persona, la Comisión ya ha debatido este problema, si
bien en un contexto diferente, y ha llegado a la conclu-
sión de que un Estado no puede invocar su derecho inter-
no para eludir sus obligaciones internacionales, con-
cretamente en la esfera de la responsabilidad. En este
caso no sería el derecho interno en general el que obsta-
culizaría las diligencias judiciales sino los principios del
derecho penal, por ejemplo el principio nulla poena sine
lege. Sin embargo, este obstáculo no es insuperable.

75. En conclusión, estima que el artículo 45 puede
remitirse al Comité de Redacción.

76. El Sr. ECONOMIDES dice que el párrafo 1 del artí-
culo 45 no requiere ninguna observación concreta, a no
ser la relativa a la forma que ya ha formulado en relación
con los artículos 43 y 44. Por consiguiente, dicho párra-
fo 1 debería estar redactado como sigue: «El Estado res-
ponsable de un hecho internacionalmente ilícito tendrá la
obligación de dar satisfacción para resarcir los daños no
materiales/morales que el hecho haya causado». Las dis-
posiciones deben redactarse en términos jurídicos y tiene
que existir una obligación, no una oferta que puede 
o no aceptarse.

77. En lo que respecta a los párrafos 2 y 3, no conside-
ra necesario distinguir entre la declaración reparativa y
las demás formas de satisfacción. Bastaría un solo párra-
fo en el que se mencionaran de manera no exhaustiva
todas las formas de satisfacción, empezando por el reco-
nocimiento de la violación. En el Artículo 33 de la Carta
de las Naciones Unidas, cuando se enumeran las modali-
dades de arreglo pacífico de controversias internaciona-
les, no se dice que las Partes deban recurrir en primer
lugar a la negociación, si bien en la práctica la negocia-
ción constituye el primer modo de arreglo utilizado. No
obstante, en el comentario del artículo 45 puede indicar-
se que el reconocimiento de la violación constituye en
general la primera forma de satisfacción. El párrafo pro-
puesto empezaría por las palabras siguientes, que figura-
ban en el artículo aprobado en primera lectura: «La
satisfacción podrá darse en una o varias de las siguientes
formas»; después se enumerarían las diversas formas de
satisfacción. Estima también que en el actual párrafo 2
los diversos modos de satisfacción deberían presentarse
por separado, precedidos de un guión. La solución que
propone también permitiría no tener que recurrir a expre-
siones tales como «si procede» y «cuando las circunstan-
cias lo requieran», que recargan inútilmente el texto.

78. En lo que se refiere al pago de una indemnización
simbólica, no se opone a que se mencione en el proyec-
to, si bien su interés es muy limitado debido a que la enu-
meración de las formas de satisfacción es puramente
indicativa. Insiste en cambio en que se incluya la indem-
nización punitiva para las violaciones graves, sobre todo
los crímenes internacionales previstos en el artículo 19.
Sobre este punto comparte la opinión de la República
Checa, que figura en el párrafo 174 del informe, de que
la introducción del concepto de indemnización punitiva
en el proyecto de artículos permitiría dotar al régimen de
responsabilidades derivadas de los «crímenes» de una
función disuasoria sumamente útil. La posibilidad de
imponer una indemnización punitiva a los Estados auto-
res de crímenes internacionales debería ser, tal como ha
dicho el Sr. Pellet, una consecuencia específica de la
comisión de tales actos. Propone en consecuencia que se
modifique el apartado b del párrafo 3 para que diga lo
siguiente: «Para las violaciones graves, y concretamente
para las previstas en el párrafo 2 del artículo 19 del pro-
yecto, pago de una indemnización proporcionada a la
gravedad del daño». La resistencia a admitir a este res-
pecto el pago de una indemnización punitiva no es muy
lógica. Si los Estados lesionados están capacitados para
conseguir indemnización por el daño moral sufrido, no se
comprende por qué el Estado infractor no lo esté para
pagar una indemnización punitiva si comete infracciones
muy graves. Para mayor precisión, en el apartado c del
párrafo 3, después de la palabra «persona», deberían aña-
dirse las palabras «que se encuentre bajo su jurisdic-
ción». En lo que respecta al párrafo 4, en la versión
francesa las palabras ne devrait pas deberían sustituirse
por ne doit pas para reforzar el sentido.

79. En relación con el artículo 45 bis, considera que la
cuestión de los intereses debería tratarse en el marco del
artículo 44, en el cual deberían mencionarse también el
lucro cesante y los intereses compuestos.

80. Por último, en lo que respecta al artículo 46 bis, en
el apartado a sería conveniente precisar «de todo Estado




